Primera declaración de la Comisión Episcopal de Educación


En esta hora, signada por tantas preocupaciones y esperanzas, la comisión episcopal de educación, haciéndose eco de las inquietudes y auscultando las opiniones manifestadas por las diversas instituciones vinculadas a la enseñanza, cumple con el deber de recordar los principios sustentados por la Iglesia y advertir a quienes tienen responsabilidades y a la opinión pública los peligros que entrañan para el presente y el futuro las amenazas, ataques y medidas con los cuales, directa o indirectamente, se afectare la libertad de enseñanza..


Fue clara y precisa la forma como esta comisión episcopal manifestara su pensamiento, el pasado mes de mayo en la primera sesión inaugural del congreso nacional de educación católica, frente a los problemas suscitados en el área de la escuela y de la educación en general.


Después de ello, el Consejo Superior de Educación Católica ha presentado un exhaustivo análisis de las dificultades que encuentran las escuelas organizadas por instituciones no oficiales para su normal desenvolvimiento.


Asimismo la Confederación de Uniones de Padres de Familia reclamó cuanto les corresponde por ser por derecho natural los primeros educadores.


Otro tanto han hecho las instituciones que integran el Secretariado de Educación Católica al ofrecer una declaración que puntualiza la “implicancia que el actual proceso de institucionalización tiene sobre la educación”.


Igualmente la Convención Nacional de la Enseñanza Privada dio un marco amplio al conjunto de instituciones y forma precisa a las manifestaciones de ellas, en todo cuanto se refiere a inquietudes y esperanzas.


Todas estas entidades, beneméritas y desinteresadas, reflejan el pensar y sentir del pueblo, concorde con la doctrina de la Iglesia.


Es muy clara y precisa la doctrina expuesta por el Concilio Vaticano II, que “exhorta encarecidamente a los pastores de la Iglesia y a todos los fieles a que ayuden sin escatimar sacrificios, a las escuelas católicas en el mejor y progresivo cumplimiento de su cometido y, ante todo, en atender a las necesidades de los pobres, a los que se ven privados de la ayuda y del afecto de la familia o que no participan del don de la fe.”1

El sagrado Concilio exhorta también a los religiosos a acomodar su vida a las exigencias modernas sobre todo “por ser tan útil a la función pastoral de la Iglesia en la educación de la juventud”.2
Deberes y derechos de los padres


Claramente el Concilio Vaticano II se pronuncia respecto de los deberes y derechos de los padres de familia.


“A los padres corresponde el derecho de determinar la forma de educación religiosa que se ha de dar a sus hijos, según sus propias convicciones religiosas.”3

Pero no sólo en cuanto a la educación religiosa, sino también en lo que hace a la elección de las escuelas. Dice explícitamente el Concilio:


“Es preciso que los padres, cuya primera e intransferible obligación y derecho es el de educar a los hijos, tengan absoluta libertad en la elección de las escuelas.”4

Ahora bien, “el deber de la educación, perteneciente en primer lugar a la familia, necesita de la ayuda de toda la sociedad.”5
Deberes y derechos del Estado


El Estado tiene derechos y obligaciones en este campo.


“Obligación suya –puntualiza el Concilio- es proveer de varias formas a la educación de la juventud: tutelar los derechos y obligaciones de los padres y de todos los demás que intervienen en la educación y colaborar con ellos, completar la obra de la educación según el principio del deber subsidiario cuando no es suficiente el esfuerzo de los padres y de otras sociedades, atendiendo los deseos de éstos y, además, crear escuelas e institutos propios, según lo exija el bien común.”6

Y el mismo documento conciliar un poco más adelante: “El poder público, a quien pertenece proteger y defender las libertades de los ciudadanos, atendiendo a la justicia distributiva, debe procurar distribuir las ayudas públicas de forma que los padres puedan escoger con libertad absoluta, según su propia conciencia, las escuelas para sus hijos. Por lo demás, el Estado debe procurar que a todos los ciudadanos sea accesible la conveniente participación en la cultura y que se preparen debidamente para el cumplimiento de sus obligaciones y derechos civiles. Por consiguiente el mismo Estado debe proteger el derecho de los niños a una educación escolar conveniente, vigilar la capacidad de los maestros y la eficacia de los estudios, mirar por la salud de los alumnos y promover, en general, toda la obra escolar, teniendo en cuenta el principio de la obligación subsidiaria y excluyendo, por tanto, cualquier monopolio de las escuelas, que se oponen a los derechos natos de la persona humana, al progreso y a la divulgación de la misma cultura, a la convivencia pacífica de los ciudadanos que hoy predomina en muchas sociedades.”7

“Así, pues, la autoridad civil debe reconocer el derecho de los padres a elegir con verdadera libertad las escuelas u otros medios de educación, sin imponerles ni directa ni indirectamente gravámenes injustos por esta libertad de elección.”8
Derechos y deberes de la Iglesia


La Iglesia también tiene sus deberes y derechos en este campo, por ser sociedad divina, que debe predicar a todos los hombres la buena nueva, por mandato expreso del Señor: “Id y predicad a todas las gentes,” y como sociedad humana.


Dice a este respecto el Concilio: “El deber de la educación corresponde a la Iglesia, no sólo porque debe ser reconocida como sociedad humana capaz de educar, sino, sobre todo, porque tiene el deber de anunciar a todos los hombres el camino de la salvación, de comunicar a los creyentes la vida de Cristo y de ayudarles con atención constante para que puedan lograr la plenitud de esta vida.”9

El mejor medio para realizar esta misión es, evidentemente, la escuela católica.


“La presencia de la Iglesia en la tarea de la enseñanza se manifiesta, sobre todo, por la escuela católica. Ella busca, no en menor grado que las demás escuelas, los fines culturales y la formación humana de la juventud [...] Así, pues, la escuela católica, a la par que se abre como conviene a las condiciones del progreso actual, educa a sus alumnos para conseguir eficazmente el bien de la ciudad terrestre y los prepara para servir a la difusión del reino de Dios, a fin de que con el ejercicio de una vida ejemplar y apostólica sean como el fundamento salvador de la comunidad humana. Siendo, pues, la escuela católica tan útil para cumplir la misión del pueblo de Dios y para promover el diálogo entre la Iglesia y la sociedad humana en beneficio de ambas, conserva su importancia trascendental también en los momentos actuales. Por lo cual, este sagrado Concilio proclama de nuevo el derecho de la Iglesia a establecer y dirigir libremente escuelas de cualquier orden y grado, declarado ya en muchísimos documentos del magisterio, recordando al propio tiempo que el ejercicio de este derecho contribuye grandemente a la libertad de la conciencia, a la protección de los derechos de los padres y al progreso de la misma cultura.”10

Fundamentados en la doctrina del Concilio y en el clamor legítimamente expresado, proclamamos: 

· Ante todo es preciso que se determine el verdadero valor de la educación en el mundo actual, y los deberes y derechos que tienen los argentinos en esta campo, obligaciones y prerrogativas que deberá tutelar el Estado.

· Será necesario, consecuentemente, dictar una Ley Nacional de Enseñanza Privada, tanto tiempo esperada.

· Debe respetarse la voluntad de los padres y es fundamentalmente el derecho de los mismos el que pretendemos y queremos defender. Los padres deben ser libres en la elección de las escuelas para sus hijos, porque siendo ciudadanos que contribuyen al Estado y compartiendo las obligaciones en la Nación, son los responsables directos de la orientación, educación y futuro de sus hijos.

Proclamamos esta doctrina porque es nuestra obligación instar a todos a tomar conciencia de los deberes y derechos humanos, entre los cuales está, sobre todo, el de la dignidad personal, que se expresa principalmente en esta libertad. Libertad que se conculca y pisotea al no respetar la voluntad de los padres en la elección de la educación para sus hijos.

· Afirmamos que el monopolio educacional por parte del Estado es totalitarismo.

· Reconocemos los derechos del Estado, haciéndonos eco de lo expresado por el Concilio, y sostenemos que es necesaria su función inspectora para velar por la eficacia de al enseñanza.

· Pedimos se respete el derecho de la Iglesia a educar y lo hacemos en este campo invocando la era del pluralismo.

El pluralismo crea dimensiones nuevas en los ciudadanos y la Iglesia tiene una forma particular de educar, una forma que ante todo no ofende a nadie, que predica la caridad cristiana, que se opone a la opresión y a todo tipo de racismos, que predica la moralidad e inculca la responsabilidad en sus educandos, filosofía que ayuda y favorece, que integra y desarrolla.

· Pedimos justicia en la distribución de los fondos de educación por parte del Estado.

Los alumnos de las escuelas organizadas por instituciones no oficiales son ciudadanos con los mismos derechos que los otros y debe respetarse la igualdad de oportunidades y, en consecuencia, la distribución proporcional y equitativa del presupuesto.

· Dejamos constancia de que las instituciones privadas que se dedican a la enseñanza constituyen un real y positivo aporte para ahorrar gastos al presupuesto nacional de educación.

· Reiteramos una vez más que la escuela católica no es clasista y, por el contrario, desinteresada y abnegadamente al servicio de al comunidad y de la patria. 

Hemos hablado en cumplimiento de un deber, y pedimos, con las palabras del Pontífice y del mensaje al congreso de educación católica, a quienes trabajan en la noble tarea de educar a la juventud, que no desmayen.

La Iglesia nos recuerda11 que “en manos de los educadores está el tesoro de almas jóvenes, esperanza de la Iglesia y de toda la sociedad, y en sus manos está también un tesoro de fe y de posibilidades que les ha de hacer generoso en su dedicación, entusiastas en su tarea y conscientes de la necesidad de una preparación diligentísima y una continua prontitud para renovarse  adaptarse.”12
El Santo Padre ha dicho sin ambages: “¡Hay que seguir adelante! Tendréis que hacer nuevos esfuerzos [...], tendréis que sufrir pobreza, pareciendo paradojalmente que sois la escuela de los ricos.”

Sería injusto que no dijéramos una palabra a profesores y maestros de la enseñanza oficial. Sepan que compartimos sus inquietudes, que en muchos casos se identifican con las de todos, en el conjunto de dificultades que padece la escuela. Al defender la libertad de enseñanza, pensamos también en ellos, en sus alumnos, en el futuro de la familia argentina y de la patria, de cuya grandeza son insustituibles forjadores.

Quiera Dios iluminar a las autoridades para que esta libertad nos asegure la libertad.

Buenos Aires, 27 de diciembre de 1972
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